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VILLAHERMOSA, TABASCO. ACUERDO DE  LA SESIÓN 

ORDINARIA DEL PLENO DEL TRIBUNAL JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE TABASCO, 

CORRESPONDIENTE AL DOS DE MARZO DEL AÑO DOS 

MIL DIECIOCHO.  

 
    V I S T O S.- Para resolver los autos del toca relativo al 

Recurso de Revisión número 040/2017-P-3 (Reasignado a la 

Tercera Ponencia de la Sala Superior); interpuesto por 

********************************************, en su carácter de 

Director General de la Junta Estatal de Caminos, en contra 

de la sentencia de fecha veintitrés de febrero del año dos mil 

diecisiete, dictada por la Segunda Sala del entonces Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo, deducido del expediente 

número 582/2015-S-2 y, 

 

R E S U L T A N D O 

 

PRIMERO. - Mediante escrito presentado en tres de abril 

de dos mil diecisiete, *********************************************, 

en su carácter de Director General de la Junta Estatal de 

Caminos, hizo valer un Recurso de Revisión en contra de la 

sentencia de fecha veintitrés de febrero del año dos mil 

diecisiete, dictada por la Segunda Sala del entonces Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo, deducido del expediente 

TOCA DE REVISIÓN No. 040/2017-P-3 (Reasignado a la 

Tercera Ponencia de la Sala Superior) 

RECURRENTE: *************************************** 

MAGISTRADO PONENTE: M.D. ÓSCAR REBOLLEDO 

HERRERA. 

SECRETARIO DE ACUERDOS: LIC. ERIK ENRIQUE 

RAMÍREZ DÍAZ. 
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número 582/2015-S-2, promovido por el C. 

**********************************************. 

 
SEGUNDO. - En oficio TCA/S-2/582/2015 (sic) de fecha 

siete de abril del dos mil diecisiete, fue remitido el Recurso de 

Revisión a la Presidencia de éste Tribunal Administrativo para 

su substanciación, por lo que en proveído de fecha veintinueve 

de mayo de dos mil diecisiete, se tuvo por admitido el recurso 

atinente y en términos del artículo 97 de la anterior Ley de 

Justicia Administrativa del Estado, se designó como ponente a 

la Magistrada de la Tercera Sala para la elaboración del 

proyecto de resolución respectivo. 

  

TERCERO. - Por escrito presentado el trece de junio de 

dos mil quince, el actor del juicio contencioso, desahogó la 

vista que le fue concedida respecto del recurso de revisión. 

 

CUARTO. -  Con motivo del Decreto 108 publicado en el 

Periódico Oficial del Estado, conforme a su segundo 

transitorio, el cual señala que los recursos que anteriormente 

habían sido designados como ponentes los Magistrados de las 

Salas Unitarias, debían de ser reasignados entre los 

Magistrados que conformarían la Sala Superior; lo que al 

efecto se realizó en la I Sesión Ordinaria celebrada el 

veinticuatro de agosto del año en curso, constituyéndose el 

Pleno de la Sala Superior, y fijando la adscripción de los 

Magistrados Ponentes, y en relación a ello, en proveído 

dictado por la Presidencia de este Tribunal, se ordenó 

proceder a reasignar los recursos las ponencias, de 

conformidad con el artículo 96 y 97 último párrafo de la 

abrogada Ley de Justicia Administrativa del Estado. 

Consecuentemente, en acuerdo de veintiuno de septiembre 

del año que discurre, la Presidencia de este asignó el presente 

recurso a la Tercera Ponencia, y en oficio número TJA-SGA-
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1250/2017 remitió el toca para la formulación del proyecto que 

en derecho corresponda. 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

I. Este Órgano Colegiado es competente para 

conocer y resolver el presente RECURSO DE REVISIÓN 

027/2015-P-3, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 

13 fracción I, 96 y 97 de la anterior Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Tabasco, en correlación con el 

artículo 171 fracción XXII y segundo párrafo del artículo 

SEGUNDO TRANSITORIO de la vigente Ley de Justicia 

Administrativa, publicada en el Periódico Oficial del Estado de 

Tabasco, el quince de julio de dos mil diecisiete. 

 

II. En cuanto hace a la oportunidad del recurso y 

legitimación del recurrente, éstos fueron previamente 

analizados por la Presidencia de este Tribunal al dar el 

respectivo trámite.  

 

III. Ahora bien, se omite la transcripción total de los 

agravios, toda vez que no existe obligación para realizarlo, ni 

transgrede los principios de exhaustividad y congruencia. Tal 

como lo ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en la tesis con el rubro siguiente: “CONCEPTOS DE 

VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS 

PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN 

LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 

TRANSCRIPCIÓN.”1 

                                                 
1 De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas 
generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como 
obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, 
para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales 
principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de 
amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar 
vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente 
planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la 
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IV. La sentencia combatida en este recurso, en el 

considerando VII, a la letra se dice: 

 
 
 

 

                                                 
litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio 
del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de 
que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos 
de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. Época: Novena 
Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, 
Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830. 
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V. En estricta observancia a los principios procesales 

que rigen las sentencias conforme a lo dispuesto en el artículo 

97 de la vigente Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Tabasco, se procede a sintetizar los dos agravios vertidos por 

el recurrente, en los siguientes términos: 
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Primero.- Que la sala de origen analizó y valoró 

incorrectamente los actos de autoridad, ya que sin 

fundamento ni motivo condenó a su representada, 

pues fue omisa en estudiar el fondo del asunto, ya 

que no estableció si era o no competente para 

conocer del asunto, o bien le correspondía a un 

Juez del orden civil, por tratarse de un pago de 

daños, y únicamente se ocupó la sala responsable 

en dictar una resolución favorable al actor por la 

supuesta erogación del pago de unas refacciones 

de su vehículo automotriz, sin embargo, no quedó 

plenamente justificado que el actor haya sufrido un 

percance en el lugar que dice, por lo que la Sala 

inferior hizo un análisis impreciso de los 

documentos. En ese sentido, la sentencia no 

contiene los requisitos de fundamentación y 

motivación, ya que solo se basó en que el quejoso 

erogó gastos en refacciones para su vehículo 

automotriz, sin analizar y valorar de manera 

exhaustiva los argumentos aportados por la 

demandada. Así, sólo tomo en cuenta que fue un 

acto contumaz, dejando de valorar las pruebas y 

argumentos de las partes en su resolución. 

 

Segundo. - La sala emisora no analizó cada una 

de las pruebas aportadas, sin observar el hecho 

uno de la demanda inicial, pues no debió pasar 

desapercibido que el actor no acreditó ser 

propietario del vehículo del cual dice sufrió el 

accidente por lo que sería injusto darle la razón a 

alguien que no acredita fehacientemente la 

propiedad del bien mueble en el caso que nos 
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ocupa, y que en esta vía reclama el daño 

ocasionado. De ahí que la resolución carezca de 

sustento, alejándose de los argumentos y 

manifestaciones que se expusieron de forma clara 

y evidente, encontrándose la sala obligada a emitir 

su determinación conforme a las constancias de 

autos y a las facultades y obligaciones para las 

demandadas previstas en la Ley, no sólo en 

apreciaciones subjetivas. 

 

 Por otro lado, la parte actora del juicio contencioso, al 

desahogar la vista que le fue concedida en relación al presente 

recurso, señaló medularmente lo siguiente: 

 

 Que por principio general del derecho todo el que afirma 

está obligado probarlo, en ese sentido la parte actora sí 

ofreció las suficientes piezas probatorias que sustentan 

sus hechos y no como lo pretende la parte demandada. 

Además, es competencia de la demandada, así como la 

dirección de obra pública del municipio de Centro, 

Tabasco, el mantener en buen estado las vías de 

comunicación, haciendo inverosímil que por la falta de 

precaución de los automovilistas sucedan todos los 

accidentes, pues entonces no existiría la queja pública, 

máxime que puede entenderse del dicho de la 

demandada que debido al clima esas vías no 

permanecen en óptimo estado. Así también refiere no 

existen incongruencia en la sentencia combatida, ya que 

se apegó a las pruebas ofrecidas, por lo que es ineficaz 

el recurso interpuesto. Por ultimo señala que no se debe 

utilizar la ley civil supletoria a como lo dice la recurrente, 

porque en el derecho administrativo existen lineamientos 

jurídicos preestablecidos. 
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Del análisis a las constancias del presente toca de 

revisión, así como de los autos que integran el expediente 

administrativo de origen, concretamente el señalamiento de 

los actos impugnados, así como la resolución administrativa 

controvertida en el juicio de origen, y de los documentos 

anexos al libelo inicial de demanda; los magistrados que 

suscriben esta sentencia, advierten de oficio que en el juicio 

principal se actualiza la causal de improcedencia prevista en 

el artículo 42, fracción I, en relación con el diverso arábigo 43 

fracción II de la anterior Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Tabasco, pues no pasa desapercibido para este 

Pleno, que el numeral 39 de la Ley atinente, establecía que el 

Juicio Contencioso Administrativo, sólo puede ser interpuesto 

por la persona a quien perjudique el acto de autoridad 

reclamado y funde su pretensión, siendo un presupuesto 

indispensable para la procedencia de la acción, la existencia 

de un derecho tutelado por la ley que, ante su vulneración, le 

faculte para acudir ante esta autoridad. Luego entonces, la 

procedencia del juicio estaba supeditada a que se acreditara 

de manera fehaciente dicho presupuesto (el interés jurídico) 

pues, de no ser así, el juicio se tornaba improcedente, como 

en el presente caso porque el acto reclamado en nada vulnera 

el derecho de la parte actora.  

 

En ese sentido, previo al estudio de los motivos que traen 

a la vida jurídica la causal de improcedencia invocada, se 

considera importante exponer el criterio que este Pleno ha 

adoptado en similares asuntos relacionados con la facultad 

que el último párrafo del artículo 42 de la anterior Ley de 

Justicia Administrativa local le confiere para abordar el estudio 

oficioso de las causales de improcedencia. 
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En ese orden de ideas, conforme a las disposiciones 

establecidas en el citado precepto legal, las causales de 

improcedencia deben analizarse aún de oficio, lo que se 

traduce en la facultad del juzgador de invocar la actualización 

de alguna causa o motivo evidente de improcedencia que a su 

consideración se surta, con independencia de que haya sido 

propuesta o no por las partes. 

 

Se dice lo anterior porque el estudio de las causales de 

improcedencia y sobreseimiento son de orden público, en 

consecuencia, no se encuentran sujetas a cuestiones de 

oportunidad o temporalidad en cuanto a su planteamiento, ya 

que a través de ellas se busca un beneficio al interés general, 

pues constituyen la base de la regularidad de los actos 

administrativos emitidos por las autoridades, de manera que 

aquéllos contra los que sea improcedente el juicio contencioso 

administrativo, no puedan anularse por este órgano 

jurisdiccional. 

 

En congruencia con lo anterior, la segunda sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de 

jurisprudencia 186/2008, ha sostenido medularmente que 

dada la finalidad de una instancia superior que revise las 

actuaciones de una inferior, en el sentido de revocar, modificar 

o confirmar la resolución recurrida, también debe subsistir el 

principio de que las causas de improcedencia y sobreseimiento 

son de orden público y, por tanto, este pleno está facultado 

para analizarlas, independientemente de que se hayan hecho 

valer por las partes, ya que el legislador no ha establecido 

límite alguno para su apreciación. Tesis invocada que resulta 

aplicable por analogía y en lo conducente, bajo el rubro: 

“APELACIÓN. LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO 

FEDERAL ESTÁ FACULTADA PARA ANALIZAR EN ESA 
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INSTANCIA, DE OFICIO, LAS CAUSALES DE 

IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO.”2  

 

Expuesto lo anterior, entrando al estudio de la causal de 

improcedencia anunciada, es menester trascribir en este 

apartado los actos reclamados por el actor del juicio principal 

en su escrito de desahogo a la prevención que le fue realizada 

por la sala de origen al advertirse defectos en la demanda 

inicial, requiriéndole para que fueran subsanados, entre otros 

elementos, la precisión de los actos impugnados, quedando al 

tenor siguiente: 

 

“1.- Con referencia al acto reclamado es la negatoria (sic) de 

un procedimiento de reparación de daños, promovido por 

el suscrito ante el H. Ayuntamiento del Centro, Tabasco; así 

como la resolución de carácter administrativo emitida por 

la Dirección de Asuntos Jurídicos del mismo H. Ayuntamiento.” 

 

De la misma forma, es relevante señalar que, en el 

invocado libelo de desahogo a la prevención, el actor del juicio 

contencioso estableció también las pretensiones que 

perseguía en el juicio contencioso, señalando a la letra: 

 

                                                 
2 De los artículos 72 y 73 de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 
Distrito Federal, se advierte que las causales de improcedencia y sobreseimiento se 
refieren a cuestiones de orden público, pues a través de ellas se busca un beneficio al 
interés general, al constituir la base de la regularidad de los actos administrativos de las 
autoridades del Distrito Federal, de manera que los actos contra los que no proceda el 
juicio contencioso administrativo no puedan anularse. Ahora, si bien es cierto que el 
artículo 87 de la Ley citada establece el recurso de apelación, cuyo conocimiento 
corresponde a la Sala Superior de dicho Tribunal, con el objeto de que revoque, 
modifique o confirme la resolución recurrida, con base en los agravios formulados por 
el apelante, también lo es que en esa segunda instancia subsiste el principio de que las 
causas de improcedencia y sobreseimiento son de orden público y, por tanto, la Sala 
Superior del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal está 
facultada para analizarlas, independientemente de que se aleguen o no en los agravios 
formulados por el apelante, ya que el legislador no ha establecido límite alguno para su 
apreciación. 
Localización: 1006934. 14. Segunda Sala. Novena Época. Apéndice 1917- septiembre 
2011. Tomo IV. Administrativa Primera Parte – SCJN, Primera Sección - Administrativa, 
Pág. 22. 
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“4.- Las pretensiones que se persiguen el (sic) el presente 

procedimiento son el pago de lo erogado por el suscrito, por 

la cantidad señalada en el punto 4 de del (sic) escrito inicial de 

demanda. Y que a la letra se inserta: 

“4.- Por lo que derivado de todo lo anterior al tener que sufragar 

por cuenta propia, todos estos gastos que ascienden a un total 

de $56,815.00 (CINCUENTA Y SEIS MIL OCHOCIENTOS 

DIECISÉIS (SIC) PESOS 00/100 M.N.), justifica con lo anterior 

la solicitud del resarcimiento de dicho pago a través del 

presente procedimiento.” 

 

 En virtud de lo expuesto, este órgano colegiado advierte 

válidamente que la causa de pedir del actor en el juicio 

contencioso consistió en obtener el resarcimiento de los gastos 

erogados por la compostura de un vehículo automotriz, 

supuestamente por haber sufrido un accidente a consecuencia 

del mal estado de las vías terrestres de comunicación en esta 

entidad. 

 

Establecido lo anterior, en primer orden, y de la revisión 

minuciosa a la resolución administrativa combatida en el juicio 

de origen, claramente se observa que la misma no le depara 

ningún perjuicio directo al ciudadano 

*********************************************, ya que ésta no 

resolvió el fondo de lo planteado, es decir, no estableció si en 

la especie le correspondía o no el pago de la indemnización 

por daños en virtud del accidente sufrido, toda vez que en 

dicha resolución únicamente se le orientó al actor para que 

canalizara su reclamo ante la instancia competente en virtud 

que la vialidad donde sufrió el percance, no está bajo la 

conservación y mantenimiento del municipio de Centro, 

Tabasco, sino del Gobierno Estatal, por lo que en todo caso a 

éste último debió acudir con sus derechos a salvo para 

reclamar los daños sufridos. Para mejor comprensión se 

inserta la parte relevante de la resolución de mérito: 
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No obstante, el actor del principal optó por controvertir la 

resolución invocada ante este Tribunal, lo cual hizo por propio 

derecho, a como se advierte de su escrito inicial de demanda, 

teniendo como pretensión que se le conminará a las 
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autoridades demandadas a resarcirle los daños ocasionados a 

su vehículo según su dicho. 

 

En ese sentido, no pasa desapercibido que para ejercer 

dicho reclamo, el actor se ostentó ante este órgano 

jurisdiccional como “usuario” del vehículo automotriz que 

sufriera el siniestro, el cual dijo pertenece al ciudadano 

**********************************************, a quien señaló como 

su padre3, aportando el título de propiedad respectivo –factura-

. 

 

En tales condiciones, de la revisión efectuada al invocado 

título, este Pleno advierte que en diversas ocasiones ha sido 

endosada la propiedad del vehículo cuestionado, siendo el 

ultimo traslado de dominio a favor del ciudadano 

*********************************************, en fecha veintiocho 

de febrero de dos mil quince, a como consta en el sello de 

receptoría de rentas del municipio de Centro, Tabasco, 

estampado por el pago del impuesto de traslado de dominio. 

Documento que se inserta para mejor comprensión: 

 

 

 

 

(Sin texto) 

                                                 
3 Hecho 1 de su escrito inicial de demanda, visible a foja 1 del expediente administrativo. 
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Así, este órgano colegiado deduce válidamente, tomando 

en cuenta el dicho del accionante en su escrito inicial de 

demanda, y el título de propiedad del vehículo que aportó, que 

éste es propiedad de un tercero 

*********************************************, no así del accionante 

*****************************************. 

 

En ese sentido, el accionante no es titular del derecho 

ejercido en el juicio contencioso, ya que la propiedad del bien 

mueble no está en su esfera jurídica, en consecuencia, el 
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supuesto daño causado al vehículo en cuestión, no le genera 

ninguna afectación cierta, personal y directa a sus derechos, 

pues en todo caso, quién debió acudir a demandar la 

multicitada indemnización o resarcimiento de daños sobre el 

bien mueble invocado, era el propietario del mismo, es decir, 

el ciudadano *******************************************, por ser 

éste el titular del derecho, por ende cualquier daño a su 

propiedad solo puede afectar su esfera jurídica. 

 

En tales condiciones, y en atención a lo dispuesto por el 

artículo 32 de la anterior Ley de Justicia Administrativa local, 

resulta relevante al caso que ante este Tribunal no es 

procedente la gestión de negocios, salvo en casos que 

impliquen la privación de la libertad, por lo que quién promueva 

a nombre de otra persona, deberá acreditar tal representación, 

la cual para el caso de particulares, deberá constar en escritura 

pública o bien en carta poder otorgada ante dos testigos, cuyas 

firmas deberán ratificarse ante notario público o el secretario 

de estudio y cuenta del Tribunal, siendo que en la especie el 

actor del juicio de origen no acreditó promover en 

representación del propietario del bien mueble en cuestión, 

pues ni siquiera adujo acudir en tal carácter, sino sólo como 

“usuario” del mencionado bien, sin que tal calidad lo haga 

titular de derechos, pues esa posesión derivada tampoco se 

acreditó en juicio con algún acto jurídico que le trasladara 

válidamente algún derecho, como puede ser el arrendamiento 

o el comodato. 

 

En relatadas circunstancias, se entiende que el actor del 

juicio de origen promovió por su propio derecho, y por ende 

carece de interés jurídico, al no ser el propietario del bien 

mueble siniestrado, esto porque su pretensión radica en 

obtener de la demandada un resarcimiento de los daños 

causados a un vehículo propiedad de un tercero, en 
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consecuencia, suponiendo sin conceder se acredite con el 

material probatorio aportado que existe una obligación legal de 

las autoridades demandadas a pagar los daños y perjuicios 

causados, ello en nada beneficiaría al actor del juicio principal 

por no tener ningún derecho acreditado sobre el vehículo que 

sufrió el siniestro. 

 

Sirve de apoyo a lo razonado, el criterio contenido en la 

tesis con el rubro: “PERSONALIDAD, PERSONERÍA, 

LEGITIMACIÓN E INTERÉS JURÍDICO, DISTINCIÓN.”4 

 

Aunado a lo expuesto, no se soslaya el análisis del interés 

legítimo, sobretodo tomando en cuenta que el actor señaló en 

su demanda inicial que solicitaba una indemnización para que 

le fueran resarcidos los gastos que presuntamente erogó al 

reparar el vehículo cuestionado. 

 

Al respecto, el actor del juicio contencioso aportó al 

expediente administrativo diversos documentos en los que 

pretendió acreditar los gastos que sufragó para reparar el 

vehículo, como son:1) Cotización emitida por 

                                                 
4 Tanto la personalidad como la personería y la legitimación constituyen -entre otros presupuestos 
procesales- requisitos que previamente han de cumplirse para la procedencia de la acción, pues 
son necesarios para que la relación procesal pueda válidamente constituirse y mediante su 
desarrollo, obtenerse la sentencia; luego, la personalidad consiste en la capacidad en la causa 
para accionar en ella, o sea, es la facultad procesal de una persona para comparecer a juicio por 
encontrarse en pleno ejercicio de sus derechos (artículos 689, 691 y 692 de la Ley Federal del 
Trabajo); de suerte que habrá falta de personalidad cuando la parte -a la que se imputa- no se 
encuentra en pleno ejercicio de sus derechos para actuar por sí en el proceso. En tanto que la 
personería estriba en la facultad conferida para actuar en juicio en representación de otra 
persona, pudiendo ser esa representación tanto legal como voluntaria, surtiéndose la falta de 
personería; por tanto, ante la ausencia de las facultades conferidas a la persona a quien se le 
atribuye, o ante la insuficiencia de las mismas o ineficacia de la documentación presentada para 
acreditarla, entre otros casos (artículo 692 de la Ley Federal del Trabajo). Mientras que la 
legitimación consiste en la situación en que se encuentra una persona con respecto a 
determinado acto o situación jurídica, para el efecto de poder ejecutar legalmente aquél o de 
intervenir en ésta, o sea, es la facultad de poder actuar como parte en el proceso, pues constituye 
la idoneidad para actuar en el mismo inferida de la posición que guarda la persona frente al litigio. 
En cambio, el interés jurídico implica una condición de procedencia de la acción, toda vez que se 
traduce en la disposición de ánimo hacia determinada cosa por el provecho, por la utilidad, por el 
beneficio o por la satisfacción que esa cosa puede reportar al accionante o excepcionante, o 
simplemente por el perjuicio o daño que se trata de evitar o reparar; de manera que faltará el 
interés siempre que, aun cuando se obtuviese sentencia favorable, no se obtenga un beneficio o 
no se evite un perjuicio (artículos 689 y 690 de la Ley Federal del Trabajo). 
Localización: 183461. IV.2o.T.69 L. Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVIII, Agosto de 2003, Pág. 1796. 
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***********************************, jefe del taller “EL CEJAS JR 

mecánica y multiservicios”, y 2) Factura emitida por 

********************************** a favor de 

***************************************; sin embargo, ninguno de 

tales documentos resulta eficaz para acreditar tal extremo –

que haya erogado un gasto por la reparación del vehículo-, en 

atención a lo siguiente: 1) En cuanto a la cotización referida, 

no contiene firma autógrafa de su presunto emisor, además de 

no estar expedida a ninguna persona cierta, pues sólo se 

insertó la leyenda “a quien corresponda”, y por último, en todo 

caso, únicamente constituye un presupuesto de la reparación 

de un vehículo y no del pago realizado, sin que pueda 

válidamente establecerse que se trata del mismo vehículo 

siniestrado al no contener datos de identificación (número de 

serie, propietario, placas de circulación, entre otros); y 2) en 

relación a la invocada factura, fue emitida a favor de un tercero 

ajeno al juicio contencioso, como es el ciudadano 

*****************************************, además que no se 

advierte que los productos adquiridos hayan sido para la 

reparación del vehículo siniestrado al no estar identificado 

debidamente ni se relacionó con algún otro medio de prueba. 

 

Para mejor comprensión de lo narrado, se insertan las 

imágenes de los citados documentos: 

 

 

 

(Sin texto) 
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Así, ninguno de los documentos invocados previamente, 

resultan idóneos para considerar que el actor, a pesar de no 

ser el titular del bien mueble siniestrado, pudiera tener un 

interés legítimo en que le sean resarcidos los supuestos gastos 

que erogó, ya que tales documentales no fueron emitidas a su 

favor. Máxime que en la especie no estamos en presencia de 

un derecho difuso que se afecte al actor como integrante de 

un núcleo social vulnerado por alguna disposición normativa, 

sino que, atendiendo la naturaleza del acto reclamado –el pago 
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de una indemnización de daños causados a un bien mueble- 

estamos frente a un derecho de carácter subjetivo puesto en 

conocimiento de este Tribunal, por lo que necesariamente el 

que promueva debe acreditar la existencia de una afectación 

directa a su esfera jurídica, lo cual no hizo el actor del juicio de 

origen. 

 

Sirve de criterio orientador a lo expuesto, las tesis con los 

rubros: “INTERÉS JURÍDICO E INTERÉS LEGÍTIMO. SUS 

DIFERENCIAS EN MATERIA CIVIL.”5, e “INTERÉS 

LEGÍTIMO. ALCANCE DE ESTE CONCEPTO EN EL JUICIO 

DE AMPARO.”6 

                                                 
5 La doctrina concibe al interés legítimo como una institución mediante la cual se faculta a todas 
aquellas personas que, sin ser titulares del derecho lesionado por un acto de autoridad, es decir, 
sin ser titulares de un derecho subjetivo tienen, sin embargo, un interés en que un derecho 
fundamental, sea respetado o reparado. En otras palabras, implica el reconocimiento de la 
legitimación a la persona cuyo sustento no se encuentra en un derecho subjetivo otorgado por 
cierta norma jurídica, sino en un interés cualificado que de hecho pueda tener respecto de la 
legalidad de determinados actos de autoridad. La nueva Ley de Amparo diferencia claramente el 
interés jurídico del legítimo, pues al respecto el artículo 5o., preceptúa que el primero consiste en 
un derecho subjetivo y el segundo se refiere a una situación frente al orden jurídico. De hecho, 
uno de los principales objetivos pretendidos con ese precepto fue, precisamente permitir el acceso 
al amparo a aquellas personas no afectadas en su esfera jurídica por actos administrativos 
(interés legítimo), no obstante carecieran de la titularidad del derecho subjetivo respectivo (interés 
jurídico); es decir, ampliar el número de personas que pudieran acceder a la Justicia Federal en 
defensa de intereses, difusos y colectivos. Es así que no resulta factible equiparar ambas clases 
de interés -jurídico y legítimo-, pues la doctrina, la jurisprudencia y el órgano legislativo que 
expidió la Ley de Amparo así lo han estimado al señalar que mientras el interés jurídico requiere 
ser tutelado por una norma de derecho objetivo o, en otras palabras, precisa de la afectación a 
un derecho subjetivo; en cambio, el interés legítimo supone únicamente la existencia de un interés 
respecto de la legalidad de determinados actos, interés que no proviene de la afectación a la 
esfera jurídica del individuo, sino directa o indirectamente de su situación particular respecto al 
orden jurídico. Por consecuencia, el interés jurídico en materia civil establecido en la ley de la 
materia tiene por fin garantizar derechos fundamentales contra actos de autoridad jurisdiccional 
y, por su parte, el interés legítimo se dirige a garantizar tales derechos, pero vinculados con actos 
atribuibles a autoridades administrativas que afecten a personas o a determinados núcleos 
sociales; de ahí sus evidentes diferencias. 
Localización: 2006503. I.13o.C.12 C (10a.). Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 6, Mayo de 2014, Pág. 2040. 
6 La redacción de la fracción I del artículo 107 de la Constitución Federal, dispone qué debe 
entenderse por parte agraviada para efectos del juicio de amparo, y señala que tendrá tal carácter 
quien al acudir a este medio de control cumpla con las siguientes condiciones: 1) aduzca ser 
titular de un derecho o de un interés legítimo individual o colectivo; 2) alegue que el acto 
reclamado viola los derechos reconocidos por la propia Constitución; 3) demuestre una afectación 
a su esfera jurídica de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico; 
y, 4) tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judiciales, administrativos o 
del trabajo, aduzca la titularidad de un derecho subjetivo que se afecte de manera personal y 
directa. Ahora, para explicar el alcance del concepto "interés legítimo individual o colectivo", ante 
todo, debe señalarse que tanto el jurídico como el legítimo suponen que existe una tutela jurídica 
del interés en que se apoya la pretensión del promovente, a diferencia del interés simple que no 
cuenta con esa tutela, en tanto que la ley o acto que reclama no le causa agravio jurídico, aunque 
le cause alguno de diversa naturaleza como puede ser, por ejemplo, uno meramente económico. 
Por otra parte, debe entenderse que al referirse el precepto constitucional a la afectación de un 
derecho, hace alusión a un derecho subjetivo del que es titular el agraviado, lo cual se confirma 
con la idea de que en materia de actos de tribunales necesariamente se requiere que cuente con 
un derecho subjetivo, es decir, tenga interés jurídico. Sentado lo anterior, el interés legítimo no 
supone la existencia de un derecho subjetivo, aunque sí que la necesaria tutela jurídica 
corresponda a su "especial situación frente al orden jurídico", lo que implica que esa especial 
situación no supone ni un derecho subjetivo ni la ausencia de tutela jurídica, sino la de alguna 



TOCA NÚMERO REV-040/2017-P-3 

 

Por lo expuesto, este órgano colegiado advierte que el 

juicio planteado no cumple con los requisitos de procedencia, 

al carecer de interés jurídico y legítimo el accionante 

**************************************, de conformidad con el 

artículo 42, fracción I, en relación con el diverso arábigo 43 

fracción II, y 39 de la anterior Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Tabasco, y en consecuencia, se revoca la 

sentencia combatida, y en plenitud de jurisdicción se 

determina el sobreseimiento del juicio contencioso 

administrativo. 

 

Sin que sea óbice a lo razonado el hecho de que la parte 

actora del juicio principal haya señalado como acto impugnado 

la resolución administrativa emitida por la Dirección de Asuntos 

Jurídicos del H. Ayuntamiento de Centro, Tabasco, a quien ni 

siquiera se le emplazó al juicio, pues si bien es cierto dicho 

fallo lo tiene como promovente de la solicitud de indemnización 

por los daños, no menos cierto resulta que dicha resolución no 

entró al estudio de fondo del asunto, pues como ya se dijo sólo 

orientó al actor para que canalizara su reclamo a la instancia 

competente, máxime que ese simple hecho –el haber 

promovido ante la citada Dirección- no incorpora a su esfera 

jurídica el derecho a reclamar para sí la indemnización de los 

daños causados a un vehículo propiedad de un tercero, de 

quién tampoco es representante, ya que únicamente lo señaló 

como su padre, sin que haya allegado a juicio el documento 

idóneo que así lo acredite, o bien, conste por escrito el 

otorgamiento de dicha representación. 

 

                                                 
norma que establezca un interés difuso en beneficio de una colectividad, identificada e 
identificable, lo que supone la demostración de que el quejoso pertenece a ella. 
Localización: 2003067. 2a. XVIII/2013 (10a.). Segunda Sala. Décima Época. Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Libro XVIII, Marzo de 2013, Pág. 1736. 
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Sin que lo anterior implique que este órgano revisor esté 

violentando el derecho fundamental de acceso jurisdiccional, 

pues éste se encuentra limitado a las condiciones que el 

legislador estableció para tales efectos, dentro de las cuales 

se encuentran distintos requisitos de procedencia que deberán 

cumplirse para accionar del aparato jurisdiccional como, por 

ejemplo, el interés jurídico y legitimo del actor; mismo que es 

uno de los elementos mínimos necesarios previstos en la parte 

adjetiva de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Tabasco, y que deben satisfacerse para el ejercicio de la 

jurisdicción, es decir, para que el juzgador se encuentre en 

aptitud de atender la cuestión litigiosa planteada. 

 

Aplica como sustento a lo anterior, el criterio inmerso en 

la jurisprudencia 1a./J. 90/2017, emitida por la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación, décima época, de 

veinticuatro de noviembre de dos mil diecisiete, de rubro y 

texto siguientes: “DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO 

A LA JURISDICCIÓN. SU CONTENIDO ESPECÍFICO COMO 

PARTE DEL DERECHO A LA TUTELA JURISDICCIONAL 

EFECTIVA Y SU COMPATIBILIDAD CON LA EXISTENCIA 

DE REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE UNA ACCIÓN.”7  

                                                 
7 De la tesis de jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

1a./J. 42/2007, (1) de rubro: "GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL PREVISTA EN 

EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS. SUS ALCANCES.", deriva que el acceso a la tutela jurisdiccional comprende 

tres etapas, a las que corresponden tres derechos que lo integran: 1) una previa al juicio, a la que 

atañe el derecho de acceso a la jurisdicción; 2) otra judicial, a la que corresponden las garantías 

del debido proceso; y, 3) una posterior al juicio, que se identifica con la eficacia de las 

resoluciones emitidas con motivo de aquél. En estos términos, el derecho fundamental de acceso 

a la jurisdicción debe entenderse como una especie del diverso de petición, que se actualiza 

cuando ésta se dirige a las autoridades jurisdiccionales, motivando su pronunciamiento. Su 

fundamento se encuentra en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, conforme al cual corresponde al Estado mexicano impartir justicia a través de las 

instituciones y procedimientos previstos para tal efecto. Así, es perfectamente compatible con el 

artículo constitucional referido, que el órgano legislativo establezca condiciones para el acceso a 

los tribunales y regule distintas vías y procedimientos, cada uno de los cuales tendrá diferentes 

requisitos de procedencia que deberán cumplirse para justificar el accionar del aparato 

jurisdiccional, dentro de los cuales pueden establecerse, por ejemplo, aquellos que regulen: i) la 

admisibilidad de un escrito; ii) la legitimación activa y pasiva de las partes; iii) la representación; 

iv) la oportunidad en la interposición de la acción, excepción o defensa, recurso o incidente; v) 
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Asimismo, con lo anterior tampoco se atenta contra los 

principios pro persona y en beneficio del gobernado, toda vez 

que podrá acudir a la justicia administrativa siempre que se 

cumplan con los requisitos que marca la norma procesal 

aplicable. 

 

Por otra parte, no pasa desapercibido para este Pleno, 

que la sala de origen al emitir la resolución ahora revocada, 

vulneró los principios exhaustividad y congruencia que deben 

revestir dichos fallos, toda vez que terminó condenando a una 

autoridad administrativa de la cual no emanó el acto 

impugnado, es decir, fue omisa en advertir que, si bien es 

cierto en el libelo inicial el actor señaló como demandada a la 

Junta Estatal de Caminos, no menos cierto resulta que el actor 

del juicio contencioso, al momento de desahogar la prevención 

que le fuera realizada, señaló expresa y categóricamente que 

los actos que impugnaba emanaban en todo caso del 

Ayuntamiento de Centro, Tabasco, y de la Dirección de 

Asuntos Jurídicos del mismo Ayuntamiento, en ese sentido, la 

sala responsable debió descartar a la citada Junta Estatal 

como autoridad demandada en el juicio principal, dado que no 

se le atribuyó ningún acto impugnado y cuyo emplazamiento 

se efectúo con base al escrito de demanda primigenio, y 

tampoco fueron formulados agravios en su contra. Siendo 

además grave que en ningún momento se llamó a juicio a las 

presuntas emisoras del acto impugnado, sin embargo, al 

estimarse de oficio que sobreviene de cualquier manera una 

                                                 
la competencia del órgano ante el cual se promueve; vi) la exhibición de ciertos documentos de 

los cuales depende la existencia de la acción; y, vii) la procedencia de la vía. En resumen, los 

requisitos de procedencia, a falta de los cuales se actualiza la improcedencia de una acción, varían 

dependiendo de la vía que se ejerza y, en esencia, consisten en los elementos mínimos necesarios 

previstos en las leyes adjetivas que deben satisfacerse para la realización de la jurisdicción, es 

decir, para que el juzgador se encuentre en aptitud de conocer la cuestión de fondo planteada en 

el caso sometido a su potestad y pueda resolverla, determinando los efectos de dicha resolución. 

Lo importante en cada caso será que para poder concluir que existe un verdadero acceso a la 

jurisdicción o a los tribunales, es necesario que se verifique la inexistencia de impedimentos 

jurídicos o fácticos que resulten carentes de racionalidad, proporcionalidad o que resulten 

discriminatorios. 
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causa de notoria improcedencia, ya estudiada en párrafos 

precedentes, resulta innecesario remitir los autos para que se 

efectúe dicho llamado a juicio, esto porque en todo caso, no le 

asiste el interés jurídico ni legitimo al actor del principal para 

ejercerlo en Litis, y por ende a ningún fin practico conduciría 

reponer un procedimiento en el cual no podría obtener 

sentencia favorable al no estar en su esfera jurídica el derecho 

que trata de ejercer. 

 

Por último, resulta innecesario entrar al estudio 

pormenorizado de los agravios esgrimidos por el inconforme, 

toda vez que en este fallo se ha revocado la sentencia 

combatida y, en plenitud de jurisdicción, se ha determinado el 

sobreseimiento de juicio de origen, por lo que es claro que no 

subsisten las consideraciones de la sala emisora que 

constituían los motivos de disenso, misma suerte que siguen 

los argumentos del actor del juicio principal vertidos en el 

desahogo de la vista del presente recurso, pues estaban 

enderezados en contra de los agravios del recurrente y en aras 

de fortalecer el estudio de fondo abordado en la sentencia 

ahora revocada. 

 

Por lo expuesto y fundado, y con apoyo en los artículos 

1, 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 171, fracción XXII y segundo párrafo del segundo 

transitorio de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Tabasco, publicada el quince de julio de dos mil diecisiete en 

el Suplemento B al Periódico Oficial del Estado número 7811, 

en relación con los diversos 13 fracción I, 94 y 95 de la 

abrogada Ley de Justicia Administrativa del Estado, es de 

resolverse y se: 
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R E S U E L V E 

 

PRIMERO. - Este Pleno resultó competente para 

conocer y resolver el presente recurso, de conformidad con lo 

vertido en el considerando I de esta resolución. 

 

SEGUNDO. - Por las razones y fundamentos expuestos 

en el considerando V de esta sentencia, se hace valer de oficio 

en el juicio contencioso 582/2015-S-2, la causal de 

improcedencia prevista en el artículo 42, fracción I, en relación 

con el diverso arábigo 43 fracción II, y 39 de la anterior Ley de 

Justicia Administrativa del Estado de Tabasco, en 

consecuencia, se revoca la sentencia combatida, y en 

plenitud de jurisdicción se determina el sobreseimiento del 

juicio contencioso administrativo. 

 

TERCERO. - Notifíquese la presente resolución a las 

partes, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 102, 

103, 104 y 105 de la anterior Ley de Justicia Administrativa, 

hecho que sea, y una vez que cause ejecutoria la misma, con 

atento oficio devuélvanse los autos a la Sala de origen, para 

los efectos legales correspondientes, archivándose el presente 

Toca como asunto total y legalmente concluido. 

 

ASI LO RESOLVIÓ, MANDA Y FIRMA EL PLENO DEL 

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO 

DE TABASCO, POR UNANIMIDAD DE VOTOS DE LOS 

MAGISTRADOS; JOSÉ ALFREDO CELORIO MÉNDEZ, 

FUNGIENDO COMO PRESIDENTE; DENISSE JUÁREZ 

HERRERA, Y OSCAR REBOLLEDO HERRERA; HABIENDO 

SIDO PONENTE EL ÚLTIMO DE LOS NOMBRADOS, 

QUIENES FIRMAN EN UNIÓN DE LA SECRETARIA 
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GENERAL DE ACUERDOS, LICENCIADA MIRNA BAUTISTA 

CORREA. QUIEN CERTIFICA Y DA FE.  

 

 

 

 

JOSÉ ALFREDO CELORIO MÉNDEZ 

Magistrado Presidente. 

 

 

 

 

DENISSE JUÁREZ HERRERA 

Magistrada de la Segunda Ponencia. 

 

 

 

 

ÓSCAR REBOLLEDO HERRERA 

Magistrado de la Tercera Ponencia. 

Relator 

 

 

 

MIRNA BAUTISTA CORREA 

Secretaria General de Acuerdos. 

 

Que las presentes firmas corresponden al Toca del Recurso 

de Revisión 040/2017-P-3 mismo que fue aprobado en la 

sesión de Pleno celebrada el dos de marzo del año dos mil 

dieciocho. 
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